
 

 
 

    
 

 
 

 

INFORME COMUNIDAD SANTO TOMÁS  

Entidad solicitante Comisión Intereclesial de Justicia y Paz (J&P) 

Dirección  Carrera 37ª # 25B-42 Bogotá - Colombia 

Personas de 
contacto 

Santiago Mera – Secretario Ejecutivo- RL 
Yohana López- Subsecretaria Ejecutiva 
Carolina Villanueva –Administradora 
Paola García – Gestora Técnica de proyectos 

E-mail yohanalopez@justiciaypazcolombia.com 
proyectos@justiciaypazcolombia.com 
administracion1@justiciaypazcolombia.com  

Teléfono de 
contacto 

+571 268 71 79 

Celulares +57 316 0234655 
+57 317 4035989 
+57 318 520 24 57 

Registro jurídico Entidad sin ánimo de lucro con certificado de existencia y representación legal 
N° S0017095, con Número de Identificación Tributaria – NIT: 830.101.557-5, 
inscrita en la Cámara de Comercio el 25 de abril de 2002 bajo el número 
00049154 del libro 1, de las entidades sin ánimo de lucro. 

Resumen Esta fase de trabajo crucial en el contexto actual de Colombia, se requiere 
fortalecer mecanismos que permitan afrontar la agudización y degradación del 
conflicto social y armado que se presenta en el país. Los departamentos donde 
J&P apoya y asesora procesos organizativos y comunitarios de población 
indígena, campesina y afrodescendiente impactadas por este conflicto 
armado. J&P requiere de apoyo financiero para fortalecer su capacidad de 
presencia territorial que permita desarrollar acciones estratégicas para la 
prevención de hechos que generen daños irreparables a la vida de las personas 
con las que se trabaja, generando alternativas vinculadas a las experiencias 
demostrativas de niños, niñas, jóvenes y adolescentes, mujeres para la 
prevención del reclutamiento forzado, fortalecer los programas de formación, 
sensibilización y educación para la paz. 

 

TÍTULO DE LA 
PROPUESTA 

Fortalecimiento institucional para el apoyo y asesoría a comunidades 
étnicas y campesinas en la consolidación de mecanismos, estrategias y 
propuestas para la no repetición y la superación de la violencia 
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Localización  

DEPARTAMENTO MUNICIPIO (S) 

Valle del Cauca 
Bajo Atrato 
Bogotá 
Costa Caribe 

Buenaventura 
Carmen del Darién y Riosucio 
Usme Ciudad Bolívar 
Guajira, Sucre, Barranquilla 

Plazo de ejecución 1 año 

Presupuesto 7.000 EUR 

 

I. ANTECEDENTES Y CONTEXTO 

La situación de vulneración de derechos de comunidades indígenas, campesinas, afrodescendientes, 

líderes sociales, defensores de Derechos Humanos, ambientalistas, de género continúa siendo un 

contexto difícil en Colombia. 

Durante este periodo se mantuvieron dinámicas de conflictividad armada en zonas de bajo Atrato 

Chocó, Putumayo, Cauca, Valle del Cauca asociadas a disputas territoriales entre grupos armados y al 

control de economías ilícitas. Pese a la implementación de la Política de Paz Total que abrió varios 

escenarios de dialogo con estructuras armadas ilegales, la reducción de la violencia fue mínima y 

temporal, persistieron los riesgos de seguridad, restricciones a las libertades fundamentales, 

sometimiento, cooptación, imposición y situaciones de presión sobre líderes comunitarios y 

organizaciones sociales. Es clara la responsabilidad del Estado y Gobierno colombiano en el deterioro 

progresivo y el control exponencial que estructuras armadas ilegales ejercen sobre los territorios, 

debido a la falta de políticas estructuradas y efectivas de Paz y Seguridad Humana, por lo que se hace 

necesario insistir en medidas concretas y efectivas que garanticen los derechos fundamentales para la 

población del país, más aún del gobierno que al terminar su mandato, no solo no materializó su bandera 

de Colombia potencia mundial de la vida, por el contrario, deja el país sumido en el terror, el abandono 

y a merced de los violentos. Los impactos directos sobre los procesos territoriales, 

comunitarios asesorados y apoyados por J&P son:   

• Restricciones de movilidad y acceso territorial por presencia de actores armados.    

• Incremento del riesgo para líderes comunitarios, equipos técnicos y organizaciones sociales.    

• Debilitamiento de la participación comunitaria por temor y control armado.    

• Afectaciones psicosociales y humanitarias en comunidades participantes.    

• Retrasos operativos derivados de paros, confinamientos o alteraciones del orden público.    

• Mayor presión sobre organizaciones locales para asumir respuestas humanitarias y de 

protección.    



 

 
 

    
 

 
 

 

• Incremento de la polarización política y desinformación en escenarios comunitarios.    

En términos generales, los cambios observados durante el periodo no impidieron la ejecución de las 

acciones previstas, pero sí demandaron una gestión más flexible y adaptativa. Para los grupos 

destinatarios, el contexto ha significado mayores desafíos relacionados con la seguridad, la movilidad, 

la participación comunitaria y la sostenibilidad de sus iniciativas.   

El 10 de agosto de 2026, a las 7:34 a. m., Colombia fue afectada por un terremoto de magnitud 7,4 Mw, 

con epicentro en San José del Palmar, Chocó, y una profundidad de 103 km, uno de los sismos de mayor 

magnitud registrados en el país en las últimas décadas. El evento fue sentido en 16 departamentos y 

generó afectaciones particularmente graves en Chocó, Valle del Cauca y la región del Pacífico. En el Bajo 

San Juan y Buenaventura, las comunidades rurales, indígenas y afrodescendientes se encuentran entre 

las más afectadas, con daños importantes en viviendas, infraestructura comunitaria, establecimientos 

educativos y servicios básicos. El impacto es especialmente crítico para las familias cuyas viviendas 

fueron destruidas o presentan daños severos que impiden o dificultan su habitabilidad, incrementando 

los riesgos de protección y las condiciones de vulnerabilidad. Las comunidades ubicadas en zonas 

ribereñas y de difícil acceso enfrentan, además, importantes barreras para acceder oportunamente a 

alimentos, atención en salud, materiales y otros servicios esenciales. 

Tras los comicios presidenciales celebrados en junio de 2026 y la conformación del nuevo gobierno, se 

percibe entre las comunidades una renovada expectativa frente a lo que pueda venir para el país. En 

este nuevo escenario, persiste la esperanza de que se abran oportunidades para avanzar en la atención 

de las necesidades históricamente identificadas en los territorios y fortalecer las condiciones para el 

bienestar de las poblaciones más vulnerables. 

Las comunidades se mantienen atentas a las decisiones y prioridades que adopte el nuevo gobierno 

durante esta etapa inicial, particularmente en aquellos asuntos que tienen un impacto directo en sus 

condiciones de vida. Más que asumir resultados anticipados, existe una expectativa cautelosa sobre la 

posibilidad de que este nuevo ciclo político contribuya a generar respuestas concretas y sostenibles a 

las demandas de los territorios.  

II. Implementación:  

J&P afianzó la presencia territorial de J&P en zonas de alto riesgo por la agudización del conflicto armado 

en el periodo 2025 -2026 con el propósito de fortalecer procesos organizativos y la capacidad de 

respuesta interdisciplinar que permitió el desarrollo de acciones jurídicas, políticas, ambientales, 

simbólicas, comunitarias y escenarios de formación para el fomento de una cultura de paz. 

La presencia territorial como mecanismo de protección de la población civil se ha probado como 

efectiva por la denuncia, visibilización de la situación de Derechos Humanos, este trabajo al ser 

debidamente documentado previene, salvaguarda, y mitiga los efectos de la agudización del conflicto y 

la falta de garantías estatales de los 



 

 
 

    
 

 
 

 

derechos fundamentales, situaciones que tienen en crisis humanitaria a muchas de las comunidades de 

territorios como Buenaventura, Putumayo y en general del país. 

También es importante mencionar que la educación para avanzar en la construcción de la Paz pasa por 

arrebatarle a la guerra los jóvenes, el trabajo de formación permite avanzar significativamente con estas 

poblaciones en conciencia y puesta en práctica de acciones desde la cultura, el ambiente, las decisiones 

políticas, organizativas, iniciativas económicas que ofrezcan un escenario de oportunidades distintos al 

que ofrece el conflicto armado. Esto es en concreto la construcción de la paz desde el fortalecimiento 

de las bases en los territorios. 

R1. La intervención permitió que los jóvenes, niños, niñas mujeres y comunidad en general se 

convirtieran en agentes activos de cambio, promoviendo la defensa de los derechos humanos, una red 

de apoyo comunitario sólida y efectiva y participando en la mejora de las condiciones sociales y políticas 

de su entorno. (I) Planeación (II) Espacios de Formación con los jóvenes (III) Recorridos barriales y 

territoriales (IV) Documentación, visibilización y denuncia de la situación de Derechos Humanos. 

R2. La facilitación de reuniones, entrevistas, Encuentros formativos, de memoria y talleres de cultura de 

paz favoreció el entendimiento mutuo, mejora de las relaciones comunitarias y la construcción de un 

plan de trabajo con grupos clave de líderes, lideresas y facilitadores locales en la gestión sus propuestas 

de construcción de paz. (I) Facilitación de reuniones, entrevistas, encuentros y talleres de cultura de 

paz. 

(OG) Garantizar presencia permanente en zonas de conflicto armado para protección de la población 

civil. 

(OE) Apoyo y asesoría a iniciativas de construcción de Paz lideradas por jóvenes de procesos de 

Buenaventura. 

2025 cerró con más incertidumbres que certezas, un año marcado por el recrudecimiento de la violencia 

en los territorios, la expansión del control socio territorial de estructuras armadas ilegales y la ausencia 

estatal lo que afectó de manera directa la labor de nuestros defensores de DD. HH, ambientales, líderes 

y lideresas sociales y procesos organizativos que enfrentan a diario condiciones de riesgo extremo sin 

las mínimas garantías de sus derechos fundamentales a la vida, la integridad y la libertad.  

Desde la secretaria ejecutiva, el 2026 ha representado la posibilidad de recorrer todos los territorios 

donde J&P hace presencia. Recorriendo las selvas, las montañas, los ríos, las calles de Colombia; 

compartiendo con los hombres y mujeres que desde la profundidad de sus territorios siguen trabajando 

por la paz en Colombia; escuchando y siendo testigos directos de las complejas vivencias que padecen 

las comunidades y ante la cuales hay un veto de silencio como la ocupación de los grupos armados 

ilegales que ejercen como autoridad ante la ausencia histórica estatal, imponiendo un férreo control 

social y de silenciamiento sin que existan garantías y condiciones plenas para la permanencia y 



 

 
 

    
 

 
 

 

protección de la vida y de los territorios de estas poblaciones. 

Los diálogos establecidos han permitido ubicar con mayor precisión las necesidades y los apoyos desde 

J&P, tales como la asesoría jurídica, ambiental, incidencia, dinamización de eventos de memoria, 

también hacer claridades hasta donde es posible ir frente al contexto y en las actuales condiciones en 

las que se encuentra el país. 

En materia internacional destacamos cuatro (4) giras de visibilización, hermanamiento, respaldo político 

y financiero, en Europa y Suramérica para la continuidad de nuestra labor en defensa de la vida, los DD. 

HH y el ambiente en medio del recrudecimiento del conflicto social y armado, y la reducción de recursos 

de la cooperación internacional. Dando continuidad a la relación con el área internacional de PBI, una 

delegada del consejo ejecutivo representó a J&P en la presentación del informe público sobre la 

investigación: “megaproyectos y patrones sistemáticos de violencia en Buenaventura” y otros eventos 

con la oficina de DD. HH de la ONU en Ginebra, participó en el conversatorio de impactos de la economía 

globales y los riesgos para la defensa de DD. HH organizado por la comunidad Santo Tomás de Madrid, 

y aprovechó para reunirse con altos funcionarios del gobierno español. Como J&P, participamos en el 

lanzamiento del libro “Un siglo de Dignidad” en homenaje a Mirta Baravalle, fundadora de la Asociación 

de las madres y abuelas de la Plaza de Mayo. 

Por su parte, el secretario ejecutivo recibió la invitación del Centro Balducci de Italia como ponente al 

Convegno Guerre, Violenze e Migrazioni, acompañó la marcha por la paz Peruggia-Asisi y el Congreso 

Mundial de los Pueblos organizado por NN. UU, en reuniones de incidencia en Madrid, España. 

Del mismo modo, asistimos a la asamblea del Espacio de Litigio Estratégico ELE, con el objetivo de trazar 

los lineamientos que permitan seguir confluyendo en torno al nuevo proyecto. Desde su compromiso 

con la exigencia de la verdad, especialmente en lo que tiene que ver con el mecanismo de la JEP y los 

macrocasos en los que se puede incidir como organizaciones que representamos víctimas de violaciones 

de DD. HH, ejecuciones extrajudiciales y otros delitos de lesa humanidad. 

De manera especial, celebramos con la Hermana Cecilia Naranjo, integrante de J&P su nominación y 

reconocimiento al premio nacional de DD. HH en la categoría a toda una vida. Nominada por Brigadas 

Internacionales de Paz PBI, honrando su servicio y opción por los pobres desde su vocación religiosa y 

como defensora de DD. HH comprometida con la justicia social y la paz. 

Cerrando el 2025, junto a la red Somos Génesis y PBI en un ejercicio de incidencia convocamos a 

Embajadas y Agencias de Cooperación Internacional a un desayuno de trabajo por la paz en nuestra 

sede en Bogotá. Junto a los voceros de la Red compartimos la delicada situación que viven las 

comunidades en sus territorios, la solicitud para que hagan presencia en los territorios, urge que la 

comunidad internacional inste al gobierno colombiano para que asuma de manera responsable la 

salvaguarda de los derechos de las comunidades y procesos organizativos en los territorios. 



 

 
 

    
 

 
 

 

En 2026 impulsamos con las comunidades los espacios de memoria transformante, iniciando el 2026 

por los 20 años de la ejecución extrajudicial de Hortensia Tunja y Manuel Tao, en Inzá Cauca. Seguimos 

con el 18 aniversario de la Operación Génesis, un acto conmemorativo con la asociación de mujeres 

víctimas de Riosucio CLAMORES en Turbo y con CAVIDA en la Zona Humanitaria Nueva Vida, 

reflexionando en torno a la protección ambiental y la construcción de paz territorial.  

Se realizó el I Encuentro Binacional Exploratorio para el hermanamiento regional. Este espacio tuvo 

como propósito explorar de manera conjunta la viabilidad técnica, social y organizativa de una ruta de 

articulación binacional, partiendo del potencial productivo y de comercialización transfronteriza que 

contribuya al fortalecimiento de las iniciativas  comunitarias, desde un enfoque de conservación 

ambiental en el marco de la Ley 70 de  1993 y los protocolos de Parques Nacionales Naturales, 

considerando que los territorios involucrados colindan con áreas protegidas a ambos lados de la 

frontera, lo que hace  fundamental promover estrategias de gestión orientadas al ecoturismo sostenible 

y la protección de los ecosistemas. 

En agosto apoyamos el V Festival del Retorno en Cabeceras, bajo San Juan, un ejercicio de memoria y 

reencuentro, lleno de actividades recreativas y deportivas con las cuales se busca generar más cercanía 

con las personas que por temor aún no deciden regresar a su territorio. 

 

Nuestro mayor logro ha sido mantener la presencia territorial de J&P, en las zonas de mayor 

conflictividad y ante el incremento del riesgo para los defensores de DD. HH en el departamento de 

Putumayo, Montes de María por el control y fuertes restricciones que las estructuras armadas ilegales 

han expandido en los territorios ante la ausencia de gobernabilidad e intervención estatal para la 

garantía de derechos fundamentales.  



 

 
 

    
 

 
 

 

2026 ha sido un año de alta vulnerabilidad para el ejercicio de promoción y trabajo comunitario, no solo 

para los defensores de DD. HH sino para los líderes, lideresas sociales y ambientales, reclamantes de 

tierra y procesos organizativos de víctimas que vieron muy limitado su autonomía comunitaria siendo 

objeto de señalamientos, amenazas, silenciamiento, confinamiento, hostigamiento, desplazamiento, 

reclutamiento forzado de jóvenes y niños, restricciones de libertades básicas, incluso suplantación, 

cooptación e instrumentalización de sus autoridades étnicas y líderes comunitarios. 

Nuestra labor de documentación y denuncia se ha visto limitada, pero no por esto, dejamos de 

monitorear, hacer presencia, documentar, elevar denuncias ante las instancias responsables y el 

sistema interamericano a la fecha hemos documentado (20) informes públicos en nuestra página web. 

Desafortunadamente, la respuesta estatal es lamentable y brilla por su ausencia y negligencia ante la 

creciente violencia y crisis humanitaria en los territorios.  

En los recorridos territoriales se han propiciado diálogos con autoridades étnicas, líderes y delgados de 

los procesos organizativos, generando espacios de análisis de los factores de cambio, dificultades y 

riesgos, las maneras de superarlos para ubicar en qué momento se encuentra nuestra relación y que 

planear de manera conjunta para avanzar en el fortalecimiento del proceso organizativo. También se 

analizan cuáles podrían ser las posibilidades reales para fortalecer el componente socioeconómico que 

permita garantizar permanencia en condiciones dignas por ello, el énfasis que como J&P hacemos en 

el fortalecimiento de intercambios de saberes y alternativas productivas y agroecológicas. 

En materia de protección y seguridad para los líderes sociales, atendimos la situación de riesgo contra 

líderes y para el mismo equipo de la Costa Atlántica de J&P, de Valle del Cauca, Bajo Atrato, Putumayo, 

quienes han sido objeto de señalamientos y amenazas por su liderazgo. Junto con Amnistía 

Internacional, We Effect, Act Iglesia Sueca, Fondo Noruego, PBI, Amazon Watch, se aunaron esfuerzos 

para minimizar los riesgos de los líderes y se activó una gira de incidencia para visibilizar la situación 

ante el cuerpo diplomático a quien se solicitó instar respuestas efectivas por parte del Estado y Gobierno 

nacional. 

Acompañamos el recorrido territorial por el Bajo Calima, el río San Juan y el litoral del San Juan, en 

articulación con el enlace territorial del Valle del Cauca, como parte de las acciones de respuesta 

temprana y acompañamiento psicosocial tras el terremoto del 10 de agosto. Este recorrido permitió 

generar espacios de escucha y diálogo con las comunidades, reconocer las afectaciones y necesidades 

emocionales y sociales derivadas de las situaciones vividas en el territorio, y fortalecer las capacidades 

comunitarias para afrontar estas situaciones. Asimismo, permitió recoger elementos para orientar 

acciones posteriores de acompañamiento, cuidado colectivo y fortalecimiento de las redes comunitarias 

principalmente en el barrio Alberto Lleras Camargo en Buenaventura y la comunidad de Cabeceras en 

el San Juan. 



 

 
 

    
 

 
 

 

 

Miles de familias continúan enfrentando la destrucción y la incertidumbre. Reconstruir es, además de 

levantar viviendas: garantizar atención integral, oportuna y condiciones para una vida digna por ende la 

aportación de la Comunidad la proyección es en la zona urbana ubicar un punto común exactamente 

para la Fundación Gerardo Valencia Cano con el grupo de mujeres creadoras de Paz y para la zona rural 

para Cabeceras y las comunidades circundantes en ese sentido el apoyo es destinado a la adquisición 

de madera, combustible.  

(Visitar enlace) https://www.facebook.com/share/p/18WE5BkFra/?mibextid=wwXIfr 

Como mecanismo de articulación y unidad entre procesos de base territorial y ante la crisis territorial 

durante 2026 se ha fortalecido la Asociación de comunidades y procesos organizativos red Somos 

Génesis. Con el propósito de fortalecer la articulación organizativa y la estrategia de incidencia y 

posicionamiento de la voz de los territorios se han habilitado espacios de análisis de contexto, la 

dinámica de violencia, la respuesta estatal y gubernamental, y definir cuáles podrían ser las estrategias 

tras el nuevo ejercicio de elección de presidente para mitigar el contexto adverso.  

Se realizó la Asamblea de la Red en el mes de septiembre quienes concluyeron no seguir en silencio 

ante la imposición de los actores armados, impulsar sus iniciativas de paz, caracterizar los conflictos 

territoriales, nacionales e internacionales y sus afectaciones, insistir en buscar espacios con el gobierno 

para superar el abandono institucional. Ubicar los vacíos de la política del actual gobierno. 

A nivel interno, realizaremos nuestro Concilio de fin de año 2026 donde compartiremos además de la 

caracterización de las dinámicas territoriales del conflicto armado y su impacto en las comunidades, se 

realizará el balance anual: resultados, dificultades, puntos de mejora, revisaremos nuestra metodología 

de trabajo y las posibilidades de responder con eficiencia al contexto difícil de control social y territorial 

que imponen los armados ilegales. 

 

III. Población beneficiaria:  

 

https://www.facebook.com/share/p/18WE5BkFra/?mibextid=wwXIfr


 

 
 

    
 

 
 

 

Procesos indígenas, afrodescendientes, campesinos del Bajo Atrato. CAVIDA. Territorio Colectivo del 
Cacarica. Zonas (ZH Nueva Esperanza en Dios y ZH Nueva vida 16 ZB en las comunidades de: Bocas de 
Limón, Nueva Esperanza en Dios, Nueva Vida, Perancho) Hombres: 242/ Mujeres: 210/ Niños: 68 
Territorio Colectivo del La Larga y Tumaradó Zonas (2 ZB: La Madre Unión y Árbol del Pan) Hombres: 
105/ Mujeres: 65/ Niños: 45. Territorio Colectivo del Pedeguita y Mancilla Zonas (3 ZB: Mi Tierra, Playa 
Blanca, El Retorno) Hombres: 23/ Mujeres: 15/ Niños: 13. Territorio Colectivo del Curvaradó Zonas (6 
ZH: Andalucía, Camelias, Caño Manso, Caracolí, Argenito Díaz, Costa Azul. 57 ZB, en las comunidades 
de: Andalucía, Apartadocito, Camelias, Caño Claro, Caño Manso, Caracolí, Cetino, el Cerro, el Firme, 
Llano Rico, No Hay como Dios.) Hombres: 142/ Mujeres: 129/ Niños: 103.Territorio Colectivo del 
Jiguamiandó Zonas (3 ZH: Nueva Esperanza, Pueblo Nuevo, Centro Jiguamiandó. 25 ZB, en las 
comunidades de: Bracitos, El Ovo, Nueva Esperanza, Pueblo Nuevo, Puerto Lleras, Uradá). Hombres: 
272/ Mujeres: 295/ Niños(as): 245 

 
Procesos indígenas y afrodescendientes de Buenaventura. Corregimiento Bajo Calima, Resguardo 
Humanitario y Ambiental Santa Rosa de Guayacán (26 familias 58 Hombres, 38 Mujeres) Bajo San Juan, 
Comunidad de Chamapuro del Resguardo Nuevo Pitalito. Comunidad Unión Agua Clara Del Resguardo 
Burujón Unión San Bernardo. Familias del Resguardo Chachajo. Consejo Comunitario de Cabeceras 
(Población Afro) – Acadesan Familias del resguardo Buenavista Puerto Pizario Consejo Comunitario de 
Cabeceras Consejería de Gobierno propio del pueblo Wounaan Kowondev Comunidad del pueblo 
Wounaan de Puerto Chichiliano Cabildo Jooin Khiir Jug Territorio Colectivo Del Bajo Naya. Calima – 
Darién Comunidad puerto Chichiliano, La zona del Litoral del San Juan Resguardo Humanitario Pichimá 
Quebrada. Estero San Antonio Apoyo Jurídico: Familiares de Víctimas - Ciudadela San Antonio Apoyo 
jurídico: Medica cautelar estero San Antonio a víctimas de desaparición forzada. Trujillo Familiares de 
Esther Cayapú y desaparecidos de la Sonora. Comuna 4 Fundación Gerardo Valencia Cano Apoyo 
Jurídico: Caso Winston Steven González Comuna 12 Familias Del Consejo Comunitario La Gloria Grupo 
de Jóvenes Constructores de Paz Marcando la diferencia Comuna 4 Espacio Humanitario Puente Nayero 
(Barrio La Playita). 302 familias. Cali Siloé. Paso el aguante. Paso del comercio. 

 
Proceso campesino en el Meta. Zona Humanitaria Comunidad Civil de Vida y Paz – Civipaz del Castillo. 
50 personas. 

 
Procesos Urbanos. Bogotá. Cultiva, Polinizadores de sueños, Cocinol Produce, Tejedoras Wayra, jóvenes 
del ahora, Hijos de Usminia. 220 personas. 

 
IV. Presupuesto y ejecución 7.000 EUR 24.933.300 COP con una diferencia en cambio de 

4.332.500 COP.  
 

V. Memoria Visual 
 



 

 
 

    
 

 
 

 

 
 

Fotografía. XVII Encuentro de Memoria por la vida y la paz Territorial 29 años Operación Génesis Cacarica Chocó. 

 

 

Fotografía. Casa cultural Potosí 

 



 

 
 

    
 

 
 

 

 

 

Fotografía. Desarrollo taller de comunicaciones con los jóvenes comunidad Bijao Chocó. 

 

Fotografía. Conmemoración y Encuentro de mujeres Inzá Cauca. 



 

 
 

    
 

 
 

 

 

Reunión en Zona de Biodiversidad El Ovo. 

 

 

Fotografía. Grabación 

con mujeres Clamores. 

 

 

 

 



 

 
 

    
 

 
 

 

 

Fotografía. V Festival del retorno Bajo Cabeceras. 

 

Fotografía. Reunión Pueblo Wiwa la Guajira 

 

VI. Proyección de trabajo 2027 



 

 
 

    
 

 
 

 

La asesoría de J&P partirá del reconocimiento de las afectaciones generadas por el 

conflicto armado y la degradación ambiental en los territorios, así como de las 

capacidades organizativas, los saberes y las estrategias comunitarias construidas para la 

defensa de la vida y el territorio. Desde este enfoque, se propone una intervención 

integral que articule la documentación, el acompañamiento jurídico, el análisis territorial 

y el fortalecimiento de las iniciativas comunitarias. 

 

La estrategia de implementación contempla las siguientes líneas: 

 

1. Caracterización territorial y construcción participativa de diagnósticos. 

 

Se desarrollarán procesos participativos orientados a identificar y documentar las afectaciones 

relacionadas con violaciones de derechos humanos, impactos ambientales y otras situaciones que 

inciden en la vida de las comunidades. Este ejercicio permitirá reconocer los mecanismos comunitarios 

de defensa de la vida y el territorio y, a partir de ellos, proyectar rutas estratégicas de acción para el 

arraigo territorial. 

2. Documentación y análisis territorial desde las voces de las comunidades. 

Se realizarán recorridos territoriales, entrevistas, ejercicios de cartografía y mapeo colectivo, así como 

procesos de recolección de testimonios y otras herramientas de documentación. La información será 

analizada de manera contextualizada, reconociendo las experiencias, conocimientos y perspectivas de 

las propias comunidades como elementos centrales para comprender las dinámicas territoriales y 

concretar las propuestas de defensa de la vida y el territorio. 

3.  Asesoría y seguimiento jurídico a casos individuales y colectivos. 

A partir de los hallazgos del diagnóstico territorial, se identificarán y priorizarán casos que requieran 

acompañamiento jurídico. J&P brindará asesoría, seguimiento y sustentación de estos procesos en 

escenarios locales, nacionales e internacionales, buscando fortalecer las capacidades de las 

comunidades para la exigibilidad y defensa de sus derechos, la generación de incidencia social y 

política. 

4. Fortalecimiento de intercambios de saberes y alternativas productivas y agroecológicas. 

Se impulsarán espacios de encuentro e intercambio de conocimientos y experiencias en torno a las 

prácticas productivas y agroecológicas desarrolladas por las comunidades. Estos encuentros buscarán 

fortalecer las capacidades locales, promover aprendizajes colectivos y visibilizar alternativas 

construidas desde los territorios para la protección de la vida, el territorio y los medios de vida 

comunitarios 


